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Providencia:                             Sentencia de 13 de diciembre de 2017
Radicación Nro.

66001-31-05-001-2015-00226-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Lucely Bibiana Ortiz Calle   
Demandado:


AFP Porvenir S.A.
Llamado Garantía:                    Mapfre Seguros Colombia S.A.
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema:



FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS. REVOCA – ABSUELVE – Sostuvo la Corte Constitucional en de la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta más precisamente en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.
(…)
De conformidad con lo expuesto, se concluye que la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle perdió la capacidad para laboral efectivamente, mucho antes del 30 de abril de 2013, fecha en la que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda fijó la fecha de estructuración de invalidez de la accionante, pues nótese que el 9 de julio de 2013 se habían cumplido los 180 primeros días de incapacidad, quedando demostrado que debido a sus patologías que fueron diagnosticadas como incurables y que se debían de tratar, entre otras cosas, con terapias permanentes de oxígeno en la casa, no le permitieron nuevamente reincorporarse a la fuerza laboral, al punto que en el momento en el que fue calificada el 5 de mayo de 2014, en la “descripción del cargo actual” informó que no trabajaba.

Bajo tales circunstancias, no era dable mover la fecha de estructuración de la invalidez de la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle más allá del 30 de abril de 2013, como equivocadamente lo hizo el Juzgado Primero Laboral del Circuito.

Como dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración la señora Ortiz Calle tiene cotizadas 36.86 semanas, tal y como se aprecia en la relación de aportes allegada por Porvenir S.A. –fls.179 a 190-, no tenía derecho a que se le reconociera la pensión de invalidez, al no cumplir con los presupuestos establecidos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 6 de julio de 2017, para en su lugar absolver a la sociedad accionada de las pretensiones de la demanda.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, trece de diciembre de dos mil diecisiete, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la AFP PORVENIR S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 6 de julio de 2017, dentro del proceso que le promueve la señora LUCELY BIBIANA ORTIZ CALLE, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00226-01 y al cual fue vinculada la aseguradora MAPFRE SEGUROS COLOMBIA S.A. en calidad de llamada en garantía.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle que la justicia laboral declare que la AFP Porvenir S.A. es responsable del reconocimiento y pago de la pensión de invalidez a partir del 30 de abril de 2013, contabilizando para ello las semanas cotizadas con posterioridad a esa calenda y con base en ello aspira que se condene a esa entidad a cancelar la prestación económica, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Subsidiariamente pide que se modifique la fecha de estructuración de la invalidez y se fije para el 5 de mayo de 2014, fecha en la que solicitó la calificación de la pérdida de la capacidad laboral y con base en ello que se le reconozca la pensión de invalidez a partir de esa calenda, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Desde hace algún tiempo viene padeciendo severos problemas de salud consistentes en hipertensión pulmonar primaria – oxigeno dependiente, situación que la llevó a que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda la calificara el 5 de mayo de 2014 con una pérdida de la capacidad laboral del 52.75% de origen común, estructurada el 30 de abril de 2013; después de elevar solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez, la AFP Porvenir S.A. en escrito de 28 de enero de 2015 niega la prestación económica, exponiendo que no tenía la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003; con posterioridad a la fecha de estructuración cuenta con 56.20 semanas cotizadas y dentro de los 3 años anteriores a la fecha de solicitud de la pérdida de la capacidad laboral acredita 89.71 semanas de aportes al sistema general de pensiones. 
Al dar respuesta a la demanda –fls.44 a 55- la AFP Porvenir S.A. aceptó el contenido de la calificación emitida por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda e igualmente el contenido del escrito por medio del cual se niega el reconocimiento de la pensión de invalidez. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo, falta de causa en las pretensiones de la demanda”, “Hecho exclusivo de un tercero”, “Pago”, “Compensación”, “Buena fe”, “Prescripción” y la “Innominada o genérica”.
En escrito adjunto –fls.204 a 206- la AFP demandada solicitó que fuera llamada en garantía la aseguradora Mapfre Colombia Vida Seguros S.A., en virtud a la suscripción de la póliza colectiva de seguro previsional de invalidez y sobrevivencia para el financiamiento y pago de las correspondientes prestaciones económicas, la cual tenía vigencia entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 2010 y que fue renovada para los años 2011, 2012 y 2013.
Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. contestó la demanda y el llamamiento en garantía –fls.251 a 260-, manifestando respecto a la primera que no hay lugar a que se reconozca la pensión de invalidez, por cuanto la demandante no acredita la densidad de semanas exigidas para acceder al derecho, motivo por el que se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de fondo de “Ausencia de Cobertura”, “Cobro de lo no debido”, “Límite del riesgo”, “Prescripción” y la “Genérica”.
Frente al llamamiento aceptó la suscripción de la póliza y su vigencia, manifestando que la misma solo se puede afectar en la medida en que la demandante cumpla con los requisitos para que se reconozca la pensión de invalidez. Propuso nuevamente las excepciones anteriormente relacionadas.

En sentencia de 6 de julio de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que no había lugar a acceder a las pretensiones principales, por cuanto a efectos de verificar el requisito de semanas exigidos en la Ley 860 de 2003 no es dable contabilizar, las posteriores a la fecha en que se estructuró la invalidez.
Posteriormente expresó que por el contrario, si había lugar a modificar la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral de la actora, toda vez que la enfermedad por la que se generó la invalidez, era de aquellas catalogadas como crónicas, progresivas y degenerativas, por lo que al estar demostrado en el proceso que su última cotización al sistema general de pensiones se produjo el 31 de julio de 2014, se entiende que su capacidad para continuar trabajando la perdió al día siguiente, motivo por el que declaró como fecha de estructuración de la invalidez el 1º de agosto de 2014.

Bajo esas circunstancias y luego de verificar que en los tres años anteriores a dicha calenda la accionante tiene acreditadas 93 semanas de cotización, declaró que ella tenía derecho a que se le reconociera la prestación económica en cuantía mensual equivalente al salario mínimo y por 13 mesadas anuales; debiendo pagarle por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de agosto de 2014 y el 21 de julio de 2016, la suma de $17.381.345, autorizándose a la AFP accionada a descontar el 12% correspondiente a los aportes en salud.

Como la póliza colectiva de seguro previsional suscrita entre la AFP Porvenir S.A. y la aseguradora Mapfre Colombia Vida Seguros S.A no se encontraba vigente para la fecha en que se estructuró la invalidez de la señora Ortiz Calle, la absolvió de las pretensiones formuladas en el llamamiento en garantía.
Inconforme con la decisión, la AFP accionada interpuso recurso de apelación argumentando que si bien no hay discusión en torno a que la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle sufría una enfermedad crónica, degenerativa y congénita, lo cierto es que la capacidad para trabajar no la perdió el 1º de agosto de 2014, esto es, un día después de haberse reportado la última cotización al sistema general de pensiones, ya que quedó acreditado en el trámite de tutela que se adjuntó al proceso, que ella dejó de trabajar mucho antes de esa calenda, ya que estuvo por largo tiempo incapacitada, motivo por el que no puede fijarse como fecha de la pérdida de la capacidad laboral de la afiliada fallecida el 1º de agosto de 2014.

Por las razones expuestas solicita que se revoque la sentencia de primera instancia, al verificarse que la demandante no tenía la densidad de semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Quedó demostrado en el proceso que la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle le resultó imposible seguir trabajando desde el 1º de agosto de 2014?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS.

Sostuvo la Corte Constitucional en de la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta más precisamente en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede que las patologías que ocasionaron que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda calificará la pérdida de capacidad laboral de la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle en un 52.75%, son congénitas, crónicas y progresivas, ya que tal situación no solo no fue objeto de discusión por parte de la AFP Porvenir S.A., sino que fue aceptada en la sustentación del recurso de apelación.
Ahora bien, sostiene la AFP accionada que no es posible ubicar como fecha de estructuración de la invalidez de la señora Ortiz Calle el 1º de agosto de 2014, ya que contrario a lo concluido por la falladora de primera instancia, dentro del proceso se encuentra demostrado que ella no estuvo vinculada a la fuerza laboral hasta el 31 de julio de 2014.

Al estudiar el dictamen de pérdida de la capacidad laboral emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 5 de mayo de 2014 –fls.17 a 20-, más exactamente en los fundamentos de hecho, se evidencia que el 30 de abril de 2013 se le práctica a la señora Ortiz Calle cirugía cardiovascular, en la que se encuentra hipertensión arterial pulmonar primaria, ordenando manejo con sildenafil y oxigenoterapia domiciliaria y seguimiento estricto por cardiología, concluyéndose que debido a las características de progresividad e incurabilidad de su enfermedad (hipertensión arterial pulmonar primaria), la paciente deberá estar incapacitada permanentemente.
Ante tal situación y luego de que se determinara en esa experticia que la paciente tenía una PCL del 52.75% por enfermedades progresivas e incurables que debían ser tratadas, entre otras cosas, con terapias de oxigeno permanente en la casa; la señora Lucely Bibiana decidió el 9 de mayo de 2014 (4 días después de emitido el dictamen de PCL) solicitar a la jurisdicción constitucional que se tutelaran sus derechos al mínimo vital, vida y dignidad humana y en consecuencia se le ordenara a Porvenir S.A. cancelar las correspondientes incapacidades, tal y como se evidencia en auto de 9 de mayo de 2014 proferido por el Juzgado Tercero Penal Municipal Para Adolescentes con Función de Control de Garantías y la respectiva demanda de tutela –fls.83 a 91-.
Para fundamentar su pedido, la accionante afirma que ha sido incapacitada hasta la fecha durante 388 días de forma continua e ininterrumpida, aceptando que los primeros 180 días de incapacidad fueron cancelados por la EPS Salud Total, pero que a partir del día 181 la AFP Porvenir S.A. se ha negado a cancelarle las incapacidades generadas.
En sentencia de tutela emitida el 23 de mayo de 2014 –fls.101 a 110-, el juez encontró demostrado que a la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle se le cancelaron los primeros 180 días de incapacidad por parte de la EPS Salud Total, los cuales finalizaron el 9 de julio de 2013 y que a partir del día 181, esto es, desde el 10 de julio de 2013 no se le han pagado las incapacidades por parte de la AFP Porvenir S.A., razón por la que tuteló los derechos fundamentales a la seguridad social y mínimo vital de la accionante y en consecuencia le ordenó cancelar a la sociedad accionada las correspondientes incapacidades; decisión que fue confirmada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento, como se ve en oficio de 24 de junio de 2014 –fl.117- en el que se le informa sobre esa situación a Porvenir S.A.
Dando cumplimiento a la sentencia de tutela, la administradora cancela a la señora Ortiz Calle las sumas de $4.194.967, $1.211.467 y 616.000 –fls.112, 118 y 119-, en las que se cobijan las incapacidades causadas entre el 10 de julio de 2013 y el 31 de julio de 2014.
De conformidad con lo expuesto, se concluye que la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle perdió la capacidad para laboral efectivamente, mucho antes del 30 de abril de 2013, fecha en la que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda fijó la fecha de estructuración de invalidez de la accionante, pues nótese que el 9 de julio de 2013 se habían cumplido los 180 primeros días de incapacidad, quedando demostrado que debido a sus patologías que fueron diagnosticadas como incurables y que se debían de tratar, entre otras cosas, con terapias permanentes de oxígeno en la casa, no le permitieron nuevamente reincorporarse a la fuerza laboral, al punto que en el momento en el que fue calificada el 5 de mayo de 2014, en la “descripción del cargo actual” informó que no trabajaba.

Bajo tales circunstancias, no era dable mover la fecha de estructuración de la invalidez de la señora Lucely Bibiana Ortiz Calle más allá del 30 de abril de 2013, como equivocadamente lo hizo el Juzgado Primero Laboral del Circuito.

Como dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración la señora Ortiz Calle tiene cotizadas 36.86 semanas, tal y como se aprecia en la relación de aportes allegada por Porvenir S.A. –fls.179 a 190-, no tenía derecho a que se le reconociera la pensión de invalidez, al no cumplir con los presupuestos establecidos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 6 de julio de 2017, para en su lugar absolver a la sociedad accionada de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE
PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, para en su lugar ABSOLVER a la AFP PORVENIR S.A de la totalidad de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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